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Ratificación de 
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Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, el juez 
Bonilla Ortiz y la Jueza Cortés González 
 

Cortés González, Jueza Ponente  
 

 

SENTENCIA 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Comparece por derecho propio el señor Edwin Cedeño Ortiz 

(señor Cedeño Ortiz o recurrente), y nos solicita que revisemos la 

Resolución emitida el 24 de octubre de 2019, por el Comité de 

Clasificación y Tratamiento del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR).1  Dicho dictamen, ratificó el nivel de custodia 

mediana para el recurrente. 

La Apelación de Clasificación de Custodia que instó el señor 

Cedeño Ortiz, le fue denegada mediante contestación dictada el 7 de 

noviembre de 2019, por la Oficina de Clasificación de Confinados del 

DCR.2  Dicha contestación, concurrió con la previa determinación 

del Comité de Clasificación y Tratamientos, para que el recurrente 

permaneciera en moderada supervisión cumpliendo con el plan 

institucional tal y como había sido asignado hasta ese momento. 

 
1 Notificada el 24 de octubre de 2019. 
2 Notificada el 13 de noviembre de 2019.  
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Tras el detenido examen del escrito presentado, determinamos 

prescindir de la comparecencia de la parte recurrida, conforme nos 

faculta la Regla 7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B.  Procedemos, entonces, a adjudicar el asunto 

traído ante nuestra atención.   

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

determinamos confirmar la Resolución recurrida. 

I. 

Según se desprende del expediente apelativo, el 20 de julio de 

2007, el Tribunal de Primera Instancia emitió un auto de prisión 

provisional en contra del recurrente por el delito de asesinato en 1er 

grado, infracción al Art. 5.05 de la Ley de Armas y por ocasionar 

daños agravados, por unos hechos presuntamente cometidos por el 

recurrente los días, 28 y 31 de mayo de 2007, en el municipio de 

San Juan.  De otra parte, el 16 de octubre de 2007se expidió en su 

contra una Orden de detención (detainer) por la Corte de 

Inmigración.  Así las cosas, el 10 de julio de 2008, el foro primario 

sentenció al recurrente a cumplir cuarenta y dos (42) años de 

prisión por los delitos de asesinato en segundo grado y daños 

agravados y por infringir el Art. 5.05 de la Ley de Armas, con pena 

duplicada de conformidad con el Art. 7.03 de la Ley de Armas.  Al 

momento de ser ingresado, al recurrente se le clasificó bajo custodia 

máxima.   

Durante su reclusión, el señor Cedeño Ortiz ha asistido a las 

Terapias para el control de conducta violenta que ofreció Salud 

correccional, las cuales completó el 23 de junio de 2011.  El 13 de 

septiembre de 2012, el recurrente fue reclasificado de custodia 

máxima a custodia mediana por haber exhibido buenos ajustes 

institucionales.  En este nivel ha asistido a las Terapias para la 

transportación de patrones adictivos y al curso denominado 
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Aprendiendo a vivir sin violencia que ofreció el Negociado de 

Rehabilitación y Tratamiento, los cuales completó el 31 de marzo de 

2017 y el 23 de marzo de 2018, respectivamente.  

El 24 de octubre de 2019, el Comité de Clasificación y 

Tratamientos (Comité de Clasificación) del DCR se reunió para 

evaluar el plan institucional del señor Cedeño Ortiz.  En dicha 

reunión, el Comité de Clasificación consideró los ajustes 

presentados durante dicho periodo de evaluación y el cumplimiento 

del recurrente con su plan institucional.  Para ello, dicho Comité 

utilizó el formulario denominado Escala de Reclasificación de 

Custodia (Casos Sentenciados) y en el mismo, el Comité marcó dos 

(2) modificaciones no discrecionales aplicables al recurrente; a 

saber, “Orden de Deportación” y “Más de 15 años antes de la fecha 

máxima de Libertad Bajo Palabra”.  El proceso de evaluación, arrojó 

una puntuación total de custodia de tres (3) con órdenes de 

arresto/detención, la cual indicaba que era acreedor de una 

custodia mediana.  Por último, el Comité de Clasificación acordó 

que el nivel de custodia final del recurrente sería el de custodia 

mediana; mientras que su asignación a población consistiría en el 

de custodia protectiva.  

Finalizada la evaluación, dicho organismo pronunció los 

Acuerdos del Comité de Clasificación y Tratamiento que llevaron a 

ratificar la custodia mediana del recurrente.3  El Comité de 

Clasificación enunció que el recurrente cumpliría el mínimo de su 

sentencia el 14 de junio de 2037; por lo que le restarían 19 años, 6 

meses y 5 días para el mínimo de su sentencia.  En su 

consecuencia, determinó que de conformidad con el Manual de 

clasificación de custodia, el recurrente debía permanecer en custodia 

 
3 Notificada el 24 de octubre de 2019. 
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mediana hasta que le restasen menos de quince (15) años para el 

mínimo de su sentencia.  

Consecuentemente, el mismo día de la reunión y luego de 

verificar y revisar los datos básicos relacionados a los delitos, 

sentencia, historial delictivo, orden de retención o arresto, 

encarcelamientos previos y fechas de excarcelaciones previstas, 

entre otros factores; así como los Programas de tratamiento de los 

cuales se benefició el recurrente; el Comité acordó que al amparo 

del Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación Núm. 8 del 2011 y de conformidad con el Manual de 

Clasificación de Confinados Núm. 8281 del 30 de noviembre de 

2012, según enmendado, ratificaría la custodia mediana del 

recurrente.  El Comité manifestó que el recurrente estaba 

cumpliendo cuarenta y dos (42) años de sentencia por asesinato en 

2do grado, daños agravados y Art. 5.05 de la Ley de Armas, los 

cuales eran delitos de naturaleza grave y contra la vida de un ser 

humano.  Consecuentemente, puntualizó el hecho de que al 

recurrente le restaban más de diecinueve (19) años para que fuese 

elegible a Libertad Bajo Palabra, razón por la cual tenía que 

permanecer más tiempo en custodia mediana.  Por consiguiente, el 

Comité determinó que el recurrente debía esperar a que le faltasen 

menos de quince (15) años para el mínimo o; hasta que cambiase la 

reglamentación vigente.  

Insatisfecho, el 28 de octubre de 2019, el recurrente instó una 

Apelación de clasificación ante la Oficina de Clasificación de 

Confinados de Nivel Central (Oficina de Clasificación) de la agencia 

recurrida.  En su escrito, el recurrente alegó que el Comité incidió al 

no considerar la puntuación objetiva de su evaluación de custodia. 

Argumentó, que las modificaciones no discrecionales no tenían 

factores cambiantes dentro de su contexto.  Por ello, aseveró que la 
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utilización de las mismas, limitaba a los confinados con sentencias 

prolongadas, la oportunidad de obtener niveles de custodia 

reducidos.  

Atendido el reclamo del recurrente, el 7 de noviembre de 

2019, la Oficina de Clasificación emitió una decisión concurrente 

con la determinación del Comité de Clasificación, en cuanto a la 

custodia del recurrente.  Así, la Oficina de Clasificación mantuvo la 

decisión del Comité de Clasificación, en cuanto a que el recurrente 

debía permanecer en moderada supervisión mientras cumplía con el 

plan institucional que le había sido asignado hasta esa fecha.4  

Primeramente, dicho ente expresó que la Evaluación Institucional del 

recurrente se realizó según el Manual para la Clasificación de 

Confinados.  Además, indicó que la Escala de reclasificación (casos 

sentenciados) que utilizó el Comité, arrojó que el recurrente tenía 

una puntuación de 3 con orden de arresto/deportación, y que la 

misma indicaba una custodia mediana para el recurrente.  

Asimismo, manifestó que la Modificación no discrecional de la Escala 

de reclasificación (casos sentenciados) del recurrente, arrojó “[M]ás 

de 15 años antes de la fecha máxima de Libertad Bajo Palabra”.  No 

obstante, resaltó que al recurrente le restaban por cumplir  

dieciocho (18) años para que fuese considerado por la Junta de 

Libertad bajo Palabra.  Por tanto, para que el recurrente fuese 

considerado por la Junta de Libertad Bajo Palabra, éste debía 

permanecer en custodia mediana hasta que le faltasen menos de 

quince (15) años; y además, no existiese otro factor que impidiese 

que se le reclasificara su nivel de custodia. 

En desacuerdo, el 9 de enero de 2019, el recurrente acudió 

ante este Tribunal de Apelaciones mediante el presente recurso de 

revisión judicial, en el que señala lo siguiente: 

 
4 Determinación notificada el 13 de noviembre de 2019. 
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1) Erró el Departamento de Corrección a través del Comité 
de Clasificación y Tratamiento, de la supervisora de 
clasificación de confinados y de la especialista de 
clasificación de confinados, al concluir y determinar cómo 
autoridad pública, que pueden aplicar una ley o regla ex 
post facto de forma retroactiva al utilizar el Apéndice K-
Sección III-inciso C-modificaciones no discrecionales:  de 
“orden de deportación por inmigración” y más de 15 años 
antes de la fecha máxima de libertad bajo palabra”, se 
deberá ubicar en una institución de custodia mediana” 
del Reglamento Núm. 8281 y las enmiendas realizadas al 
Reglamento Núm. 9033, siendo dicha decisión una 
contraria a derecho, irrazonable, arbitraria e ilegal la cual 
contraviene el precepto constitucional claramente 
establecido y reconocido en el Art. II-Sec. 12 de la 
Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 
 

2) Erró el Departamento de Corrección a través del Comité 
de Clasificación y Tratamiento, de la supervisora de 
clasificación de confinados y de la especialista de 
clasificación de confinados, al concluir y determinar de 
forma arbitraria que como agencia de gobierno 
administrativamente pueden derogar o anular los 
derechos constitucionales del recurrente y de aplicarle 
leyes “ex post facto” de forma retroactiva que 
contravengan la voluntad legislativa plasmada en las 
leyes o la constitución resulta ser una actuación tan 
irrazonable, arbitraria e ilegal que amerita la revocación 
de la decisión recurrida. 

 

II. 

A. Clasificación y custodia de confinados 

La Constitución de Puerto Rico, y la Ley Núm. 116 de 22 de 

julio de 1974, según enmendada, establecen que será la política 

pública del Estado que las instituciones penales propendan al 

tratamiento adecuado de los confinados para hacer posible su 

rehabilitación moral y social, siguiendo el principio de tratamiento 

individualizado.  Art. VI, Sec. 19, Const. ELA, LPRA, Tomo 1; 4 

LPRA sec. 1101 et seq., respectivamente; y, Cruz v. Administración, 

164 DPR 341, 351-352 (2005).  Cónsono con lo anterior, el DCR es 

la agencia gubernamental encargada de organizar los servicios de 

corrección de conformidad con el propósito rehabilitador del sistema 

y de los objetivos gubernamentales.  

A los fines de reglamentar los asuntos relacionados con la 

clasificación y custodia de un confinado, el DCR aprobó el Manual 

para la Clasificación de Confinados (Manual de Clasificación), 
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Reglamento 8281 del 30 de noviembre de 2012, según enmendado.  

El precitado manual, se creó a los fines de establecer un sistema 

organizado para ingresar, procesar y asignar a los confinados a 

instituciones y programas de adultos del DCR. Por consiguiente, la 

clasificación adecuada de los confinados contribuirá favorablemente 

a la planificación, tanto a corto como a largo plazo, proveyendo la 

información necesaria para lograr eficacia en la administración, 

investigación y preparación de presupuestos.  Art. II del Manual de 

Clasificación, supra. A tales fines, el Manual de Clasificación creó el 

Comité de Clasificación y Tratamiento y define el mismo como el 

organismo responsable de evaluar las necesidades de seguridad y de 

programas de los confinados sentenciados.  Sec. I del Manual de 

Clasificación, supra.  

Para realizar las reclasificaciones periódicas, se sigue el 

proceso establecido en la Sec. 7 del Manual de Clasificación, 

utilizando el Formulario de Reclasificación de Custodia. Formulario 

de Clasificación de Custodia, Apéndice F del Manual de 

Clasificación, supra.  No obstante, las evaluaciones de 

reclasificación no necesariamente resultarán en un cambio en la 

clasificación de custodia o la vivienda asignada.  Su función 

primordial es verificar la adaptación del confinado y prestarle 

atención a cualquier situación que pueda surgir.  La reevaluación de 

custodia recalca la conducta institucional como reflejo del 

comportamiento real del confinado durante su reclusión. Sec. 7, 

Parte II del Manual de Clasificación, supra.  

Mientras, el nivel de custodia se determinará empíricamente a 

través de un instrumento de medición conocido como Formulario de 

Clasificación de Custodia Inicial (Formulario de Clasificación). 

Formulario de Clasificación Inicial de Custodia, Apéndice F, Sec. III 

del Manual de Clasificación, supra. Luego de evaluar ciertos factores 
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objetivos, el nivel de custodia que designará se hará conforme a la 

siguiente escala:  

• Mínima = 5 puntos o menos  
 

• Mediana = 5 puntos o menos si el confinado tiene una 
orden de detención, de arresto, de violación de libertad 
bajo palabra o de probatoria. 
 

• Mediana = 6-10 puntos  
 

• Máxima = 7 puntos o más en los renglones 1-3.  
 

• Máxima = 11 puntos o más en los renglones 1-9. 

 

La escala de evaluación para determinar el grupo en el que se 

ubicará al confinado está basada en criterios objetivos a los que se 

asigna una ponderación numérica fija.  Así, mientras más alta es la 

puntuación en la escala, mayor es el nivel de custodia que necesita 

el confinado. López Borges v. Adm. de Corrección, 185 DPR 603,609 

(2012).  

Así, los criterios objetivos que el Comité evaluará en el 

proceso de reclasificación de custodia del confinado serán los 

siguientes: (1) la gravedad de los cargos y sentencias actuales; (2) 

historial de delitos graves previos; (3) historial de fuga; (4) número 

de acciones disciplinarias; (5) acciones disciplinarias previas serias; 

(6) sentencias anteriores por delitos graves como adulto; (7) 

participación en programas y tratamiento; y (8) la edad del 

confinado.  A cada criterio descrito se le asigna una puntuación en 

la plantilla de evaluación que se sumará o restará según 

corresponda a la experiencia delictiva del confinado.  El resultado de 

estos cómputos establece el grado de custodia que debe asignarse 

objetivamente al evaluado. Formulario de Reclasificación de 

Custodia, Apéndice K, Sec. II del Manual de Clasificación, supra.  

El Formulario de Clasificación también le provee al evaluador 

algunos criterios adicionales, discrecionales y no discrecionales, 

para determinar el grado de custodia que finalmente recomendará 
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para determinado confinado o confinada.  De este modo, el DCR 

procura asegurar el control y la supervisión adecuada de los 

miembros de la población penal, individualmente y como grupo.  En 

específico, el Formulario de Reclasificación de Custodia provee para 

que se analicen ciertas consideraciones especiales de manejo, unas 

modificaciones no discrecionales y unas modificaciones 

discrecionales.  

En cuanto a las modificaciones no discrecionales, éstas son 

las siguientes: (1) deportación; y (2) tiempo para cualificar para 

libertad bajo palabra.  En cuanto a la primera modificación no 

discrecional, el Manual de Clasificación establece que “[e]l confinado 

tiene o probablemente tendrá, una orden de deportación impuesta 

sobre él. Se debe destinar a estos individuos a una institución 

donde la seguridad no sea menor de mediana.”  Mientras, en cuanto 

a la segunda modificación, el Manual de Clasificación enuncia que 

"[a]l confinado le resta más de quince años para cualificar para 

libertad bajo palabra. Se debe designar al confinado a una 

institución de seguridad mediana."  Apéndice K, Sec. III-C del 

Manual de Clasificación, supra; Ibarra González v. Dpto. de 

Corrección, 194 DPR 29, 45-46 (2015). 

B. Deferencia judicial a las decisiones administrativas 

La revisión judicial de las determinaciones finales 

administrativas por este Tribunal, se realizan al amparo de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, 

Ley Núm. 38-2017 (LPAU), según enmendada. 3 LPRA sec. 9601 et 

seq.  El precitado estatuto, dispone que la revisión judicial se 

circunscribirá a evaluar lo siguiente: (1) si el remedio concedido por 

la agencia es el adecuado; (2) si las determinaciones de hechos 

están sostenidas por la evidencia sustancial que surge de la 

totalidad de expediente; y (3) si las conclusiones de derecho son 
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correctas, para cuyo escrutinio el foro revisor no tiene limitación 

alguna.  En ese sentido, la Sec. 4.5 de la LPAU establece lo 

siguiente: 

Sección 4.5. Alcance de la Revisión Judicial 
 
El tribunal podrá conceder el remedio apropiado si determina 
que el recurrente tiene derecho a un remedio. 
 
Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 
agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan en 
evidencia sustancial que obra en el expediente 
administrativo. 
 

Las conclusiones de derecho serán revisables en todos sus 
aspectos por el tribunal. 3 LPRA sec. 9675.5  

 

Es sabido que la norma reiterada por nuestro Tribunal 

Supremo es que las conclusiones e interpretaciones de las agencias 

administrativas merecen una amplia deferencia judicial por la 

“vasta experiencia y conocimiento especializado sobre los asuntos 

que por ley se les ha delegado.”  JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero 

Badillo, 177 DPR 177, 186-187 (2009).  Por tanto, se establece una 

presunción de legalidad y corrección a favor de las agencias 

administrativas.  A.R.P.E. v. Junta de Apelaciones sobre 

Construcciones y Lotificaciones, 124 DPR 858, 864 (1989).  

Ahora bien, la revisión judicial de las conclusiones e 

interpretaciones de las agencias administrativas es limitada. 

Cónsono con tal predicamento, estas “deben ser respetadas a menos 

que la parte recurrente establezca que hay evidencia en el 

expediente administrativo suficiente para demostrar que la agencia 

no actuó razonablemente”.  JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero 

Badillo, supra, págs. 186-187.  Es decir, “los tribunales no deben 

intervenir o alterar las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo si las mismas están sostenidas por evidencia 

sustancial que surja del expediente administrativo considerado en 

 
5 Véase, además, D. Fernández Quiñones, Derecho Administrativo y Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Colombia, Editorial Forum, 2da ed., pág. 

534. 
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su totalidad’.  Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727-728 (2005).  Al 

referirnos a la frase evidencia sustancial, se trata de “aquella 

evidencia relevante que una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión”.  Otero v. Toyota, supra 

Por lo tanto, para convencer al tribunal de que la evidencia 

utilizada por la agencia para formular una determinación de hecho 

no es sustancial, la parte afectada debe demostrar que existe otra 

prueba en el récord que reduzca o menoscabe el valor probatorio de 

la evidencia impugnada hasta el punto de que no pueda ser 

concluido que la determinación de la agencia fue razonable de 

acuerdo a la totalidad de la prueba que tuvo ante su consideración.  

Polanco v. Cacique Motors, 165 DPR 156, 170 (2005).  Sin embargo, 

“[l]as conclusiones de derecho son revisables en todos sus aspectos 

por el tribunal” porque “corresponde a los tribunales la tarea de 

interpretar las leyes y la Constitución.” Pueblo v. Méndez Rivera, 188 

DPR 148, 157 (2013).  No obstante, “merece gran deferencia y 

respeto la interpretación razonable de un estatuto que hace el 

organismo que lo administra y del cual es responsable”.  JP, Plaza 

Santa Isabel v. Cordero Badillo, supra, pág. 187.  

III. 

En esencia, el recurrente plantea en su recurso de revisión 

judicial, que el DCR incidió al ratificar su permanencia en custodia 

mediana, luego de haberle aplicado las modificaciones no 

discrecionales del Apéndice K Sección III-C del Manual de 

Clasificación, a la evaluación de su plan institucional. 

En el caso que nos ocupa, en el formulario sobre Escala de 

reclasificación de custodia del recurrente, arrojó una puntuación de 

3 con orden de arresto/detención, correspondiente a la escala de 

custodia mediana.  Asimismo, en el mismo formulario al recurrente 

les fue marcada dos modificaciones no discrecionales; a saber, 
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“Orden de deportación” y “Más de 15 años antes de la fecha máxima 

de libertad bajo palabra”, lo cual tuvo el efecto de mantener al 

recurrente bajo nivel de custodia mediana.  

Es decir, la puntuación total de custodia obtenida por el 

recurrente en la escala, consistente de 3, por sí sola, no conllevaba 

una reclasificación automática en la custodia del recurrente. 

Primeramente, recordemos que sobre el recurrente existe una orden 

de detención de inmigración (detainer), la cual, dentro de la escala 

aplicable al recurrente, correctamente conllevaba mantener a éste 

cumpliendo su sentencia en custodia mediana.  Además, al 

recurrente se le aplicaron dos modificaciones no discrecionales, las 

cuales resultan ser criterios de aplicación automática u obligatoria, 

como efectivamente ocurrió en el presente caso. Restándole al 

recurrente dieciocho (18) años para cualificar para la Junta de 

Libertad Bajo Palabra, o sea, más de quince (15) años para 

cualificar para dicha Junta y existiendo sobre él una orden 

deportación, era obligatorio designar al recurrente a una institución 

de custodia mediana.6 

En fin, luego de examinar el recurso presentado, no surge 

prueba alguna que respalde las alegaciones del recurrente o que 

tienda a indicar que el DCR actuó irrazonablemente o que hizo uso 

de una norma que era inaplicable.  Acorde con lo intimado, 

destacamos que los procedimientos administrativos gozan de una 

presunción de corrección que los tribunales revisores debemos 

respetar, salvo que se demuestre lo contrario mediante prueba.  Por 

consiguiente, en ausencia de prueba que demuestre la falta de 

razonabilidad en cuanto a la determinación recurrida, prevalece la 

presunción de corrección de los procedimientos administrativos 

llevados a cabo por el DCR, por lo que procede su confirmación.  

 
6 Véase Sec. III(C), Apéndice K del Manual de Clasificación, supra. 
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IV. 

Por los fundamentos ante consignados, se confirma el 

dictamen recurrido. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La jueza Birriel Cardona disiente sin opinión escrita.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


